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RESUMEN

El presente estudio analiza el impacto del ejercicio de la 
litigación jurídica en los Consultorios Jurídicos Gratuitos 
como herramienta fundamental para garantizar el acceso 
a la justicia en poblaciones vulnerables. A partir de una 
revisión documental y análisis de casos representativos, se 
evidencia que el acompañamiento legal efectivo en proce-
sos judiciales no solo fortalece los derechos fundamenta-
les de los usuarios, sino que también constituye un espacio 
formativo clave para los estudiantes de derecho. Se dis-
cuten las implicaciones jurídicas, sociales y pedagógicas 
de esta práctica, así como los desafíos institucionales que 
enfrentan los consultorios frente a la creciente demanda de 
servicios. Los resultados permiten comprender la relevan-
cia del ejercicio procesal como puente entre la formación 
académica y la función social del derecho, destacando su 
valor estratégico en la construcción de una justicia inclusi-
va y equitativa.

Palabras clave: 

Acceso a la justicia, litigación, educación jurídica, consul-
torios jurídicos, derecho y sociedad.

ABSTRACT

This study examines the impact of legal litigation prac-
tices within Free Legal Clinics as a fundamental mecha-
nism to ensure access to justice for vulnerable populations. 
Through a documentary review and analysis of represen-
tative cases, the research shows that effective legal repre-
sentation not only strengthens users’ fundamental rights but 
also serves as a key educational platform for law students. 
The paper discusses the legal, social, and pedagogical 
implications of this practice, as well as the institutional cha-
llenges faced by clinics amid growing demand. Findings 
highlight the strategic value of procedural engagement as 
a bridge between academic training and the social function 
of law, emphasizing its role in building a more inclusive and 
equitable justice system.
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INTRODUCCIÓN

La litigación jurídica desde los consultorios jurídicos gra-
tuitos constituye un componente esencial en la construc-
ción de una justicia equitativa, accesible y centrada en 
la garantía de derechos fundamentales, particularmente 
para los sectores más desfavorecidos de la sociedad. 
Estos espacios, generalmente vinculados a institucio-
nes de educación superior, cumplen una doble función: 
por un lado, permiten que estudiantes de derecho, bajo 
la guía y supervisión de docentes y profesionales expe-
rimentados, ofrezcan asesoría y representación legal a 
personas que carecen de los recursos económicos para 
contratar servicios jurídicos privados; por otro, fortalecen 
la formación práctica, ética y social de los futuros juristas, 
consolidando un modelo educativo basado en la respon-
sabilidad social universitaria (Romero Noboa et al., 2025).

El acceso a la justicia, considerado un derecho humano 
fundamental, está consagrado en múltiples instrumen-
tos jurídicos internacionales, entre ellos el artículo 8 de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el 
artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos. 

A pesar de su amplio reconocimiento normativo, este 
derecho enfrenta obstáculos recurrentes derivados de 
barreras estructurales, económicas, geográficas y cultu-
rales que impiden su ejercicio pleno, especialmente en 
contextos de desigualdad social y exclusión. La ausencia 
de asistencia legal adecuada puede traducirse en inde-
fensión, desprotección de derechos básicos y perpetua-
ción de inequidades históricas.

En este escenario, los consultorios jurídicos gratuitos 
emergen como instrumentos de equidad y transforma-
ción social. Su aporte no se limita a la resolución de ca-
sos particulares, sino que genera un impacto colectivo 
al reducir las asimetrías de poder entre ciudadanos y el 
sistema judicial. 

A través de ellos, se materializa una visión democratiza-
dora del derecho, acercando el conocimiento jurídico a 
las comunidades y promoviendo procesos de empode-
ramiento ciudadano frente a las instituciones. Asimismo, 
estos espacios contribuyen a la creación de una cultura 
jurídica participativa, donde los beneficiarios no solo re-
ciben asesoría, sino que también adquieren herramientas 
para comprender y defender sus propios derechos.

El valor pedagógico de los consultorios resulta igualmen-
te relevante. Al integrar la práctica procesal con un en-
foque ético y humanista, se fomenta en los estudiantes 
una visión crítica del ejercicio profesional, orientada a la 
justicia social y al servicio comunitario. Esta experiencia 
les permite comprender la realidad de las poblaciones 
en situación de vulnerabilidad, sensibilizándose ante pro-
blemáticas como violencia de género, conflictos labora-
les, derechos de infancia, migración y acceso a servicios 

básicos, entre otros ámbitos en los que la intervención 
legal se vuelve urgente y necesaria.

Este estudio se propone analizar de manera detallada 
la relevancia de la litigación jurídica en los consultorios 
gratuitos, su impacto en las comunidades beneficiarias 
y los desafíos institucionales que enfrentan, tales como 
limitaciones presupuestarias, falta de infraestructura, ex-
ceso de demanda y necesidad de consolidar redes de 
colaboración interinstitucional. Comprender la dinámica 
de estos mecanismos es fundamental para el diseño de 
políticas públicas orientadas a garantizar una justicia in-
clusiva, el fortalecimiento del Estado de Derecho y la sos-
tenibilidad del sistema judicial, tanto en América Latina 
como en otras regiones del mundo donde las desigualda-
des estructurales siguen condicionando el acceso efecti-
vo a la justicia.

MATERIALES Y MÉTODOS

La investigación se desarrolló mediante un estudio de 
campo en diversos consultorios jurídicos gratuitos de la 
región, empleando una metodología mixta que integra 
técnicas cualitativas y cuantitativas para obtener una 
comprensión holística del fenómeno. El componente 
cuantitativo incluyó la aplicación de encuestas estructu-
radas a 20 usuarios de los servicios jurídicos gratuitos, 
seleccionados mediante un muestreo aleatorio estratifica-
do. Estas encuestas recabaron información sobre datos 
demográficos, tipo de casos atendidos, nivel de satisfac-
ción con el servicio y percepción de acceso a la justicia. 
Adicionalmente, se analizaron estadísticas de los últimos 
cinco años sobre el número y tipos de casos atendidos, 
tasas de éxito y tiempo promedio de resolución. 

El análisis cuantitativo reveló un incremento significativo 
del 35% en la demanda de servicios jurídicos gratuitos en 
los últimos cinco años, lo que subraya la creciente nece-
sidad de estos servicios en la comunidad. Los casos más 
frecuentes estuvieron relacionados con derecho familiar 
(40%), laboral (30%) y civil (20%), reflejando las princi-
pales áreas de conflicto legal que afectan a los sectores 
más vulnerables de la sociedad. 

La tasa de resolución exitosa de casos fue del 68%, con 
un tiempo promedio de resolución de 8 meses, lo que 
indica una eficacia considerable en la prestación de es-
tos servicios, aunque también señala áreas de mejora en 
términos de celeridad. Es destacable que el 75% de los 
usuarios encuestados reportó un alto nivel de satisfacción 
con los servicios recibidos, lo que sugiere que, a pesar 
de las limitaciones, estos consultorios están cumpliendo 
un papel crucial en la satisfacción de las necesidades 
legales de la población.

Los datos cualitativos aportaron una comprensión más 
profunda de estos resultados numéricos. Las entrevis-
tas con los abogados revelaron una alta carga de tra-
bajo y limitaciones en recursos, pero también un fuerte 
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compromiso con la justicia social. Muchos de ellos ex-
presaron la satisfacción personal que obtienen al poder 
ayudar a quienes más lo necesitan, aunque también ma-
nifestaron preocupación por el desgaste profesional de-
bido a la intensidad y volumen de casos. Los clientes, por 
su parte, expresaron que el acceso a estos servicios les 
permitió defender sus derechos en situaciones donde, de 
otro modo, no habrían podido hacerlo por razones eco-
nómicas (Jaramillo & Balanzátegui 2025). Muchos des-
cribieron los consultorios gratuitos como su “última es-
peranza” para resolver problemas legales que afectaban 
significativamente sus vidas.

RESULTADOS Y DISCUSIÓN 

Estos hallazgos subrayan la importancia crítica de la liti-
gación jurídica gratuita en la promoción del acceso a la 
justicia. Estos servicios no solo proporcionan representa-
ción legal a quienes no pueden costearla, sino que tam-
bién contribuyen a la educación legal de la comunidad y 
al empoderamiento de grupos marginados. Al proporcio-
nar asesoramiento y representación legal, los consulto-
rios gratuitos están ayudando a equilibrar la balanza de 
la justicia, permitiendo que individuos y familias de bajos 
recursos puedan defender sus derechos y resolver con-
flictos legales que, de otra manera, podrían tener conse-
cuencias devastadoras en sus vidas.

Sin embargo, el estudio también identificó desafíos sig-
nificativos que enfrentan estos consultorios. La creciente 
demanda de servicios está ejerciendo una presión consi-
derable sobre los recursos limitados de los consultorios, 
lo que puede afectar la calidad y la rapidez de la atención. 
Muchos abogados reportaron sentirse abrumados por la 
cantidad de casos que deben manejar simultáneamente, 
lo que puede llevar a un menor tiempo de dedicación a 
cada caso individual. Además, se observó una necesidad 
de mayor especialización en áreas legales específicas, 
ya que la complejidad de ciertos casos requiere conoci-
mientos especializados que no siempre están disponibles 
en estos consultorios.

Otro desafío importante identificado fue la necesidad de 
mejorar la infraestructura tecnológica para agilizar los pro-
cesos. Muchos consultorios aún dependen en gran medi-
da de sistemas de archivo físicos y procesos manuales, 
lo que puede ralentizar la gestión de casos y dificultar el 
seguimiento eficiente de los mismos. La implementación 
de sistemas de gestión de casos digitales y otras herra-
mientas tecnológicas podría mejorar significativamente la 
eficiencia y efectividad de estos servicios (Arcos Pazmiño 
et al., 2024).

A pesar de estos desafíos, la investigación concluye que 
la litigación jurídica en consultorios gratuitos desempeña 
un papel crucial en la promoción de un sistema de justicia 
más equitativo. Este estudio proporciona evidencia em-
pírica sobre su efectividad y los retos que enfrenta, ofre-
ciendo una base sólida para la formulación de políticas 

y prácticas que puedan mejorar estos servicios vitales. 
Los desafíos financieros y estructurales de los consulto-
rios jurídicos gratuitos requieren políticas públicas inte-
grales que aseguren su sostenibilidad (Barba-Tamayo et 
al., 2025). Se recomienda aumentar la inversión pública 
en estos servicios, implementar programas de capacita-
ción continua para los abogados, y desarrollar alianzas 
con universidades y organizaciones no gubernamenta-
les para ampliar la cobertura y mejorar la calidad de los 
servicios ofrecidos. Además, es fundamental considerar 
estrategias para abordar el desgaste profesional de los 
abogados y personal administrativo, posiblemente a tra-
vés de la rotación de tareas, el aumento de personal, y la 
provisión de apoyo psicológico. La mejora de la infraes-
tructura tecnológica también debería ser una prioridad, 
ya que podría aumentar significativamente la eficiencia y 
la capacidad de manejo de casos, este estudio resalta la 
importancia vital de la litigación jurídica en consultorios 
gratuitos como un medio para garantizar el acceso a la 
justicia para todos los miembros de la sociedad, inde-
pendientemente de su situación económica. A pesar de 
los desafíos, estos servicios continúan siendo un faro de 
esperanza para muchos, y su fortalecimiento y expansión 
deben ser una prioridad para cualquier sociedad que as-
pire a la equidad y la justicia social.

Hablar del al acceso a la justicia, es referimos a un dere-
cho fundamental que permite a los seres humanos hacer 
valer sus derechos de forma justa y equitativa ante la ley 
sin prejuicio de discriminación por sexo, raza, edad o re-
ligión (Batris de la Cruz & Pérez, 2022)

Un Estado de Derecho no se puede forjar si este no ga-
rantiza las reglas que permitan el acceso a la justicia de 
una manera igualitaria, partiendo de esta aseveración 
asumimos que, el Sistema de Justicia es una pieza im-
portante para que los ciudadanos y las ciudadanas de-
positen en él toda su confianza para el cumplimiento del 
ordenamiento jurídico situando con un énfasis mayor a los 
grupos más vulnerables que deben ser visualizadas con 
gran relevancia ya que han sido las más discriminadas 
para un disfrute pleno de todos sus derechos.

El derecho al acceso a la justica, como ya se ha hecho 
referencia, constituye un derecho fundamental que debe 
respetarse y velar por su debido cumplimiento, no exis-
te justificación alguna para que los Estados incurran en 
su violación (Batris de la Cruz & Pérez, 2022; Fuentes-
Águila et al., 2025; Medina-Peña & Torres-Espinoza, 
2024).

La población sigue en aumento, situación que se convier-
te en condicionante para que el Organismo Judicial como 
ente rector en materia de administrar la justicia, tome 
medidas que permitan a este sector poblacional poder 
acceder a la misma, sin ninguna clase de barreras, no so-
lamente por los propios sistemas utilizados o las relativas 
a la infraestructura, sino que también la misma pobreza 
que impide un acercamiento ecuánime ante los órganos 
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jurisdiccionales; siendo esta última de muchísima notabi-
lidad para que los operadores de justicia lo consideren de 
manera primordial y puedan generar cambios sustancia-
les que conlleven a la transformación de los procesos de 
forma eficiente y eficaz, cambiando así las situación de 
exclusión por la que actualmente atraviesan.

Los Consultorios Jurídicos Gratuitos forman parte integral 
de la Red Complementaria a la Defensa Jurídica Pública, 
brindando un servicio de patrocinio y asesoría jurídica 
gratuita a las personas que, por su estado de indefensión 
o condición económica, social o cultural, no puedan con-
tar con una defensa técnica, eficiente, eficaz y de calidad 
para la protección de sus derechos.

El artículo 193 de la Constitución de la República del 
Ecuador dispone que las facultades de Jurisprudencia, 
Derecho o Ciencias Jurídicas de las universidades or-
ganizarán y mantendrán servicios de defensa y asesoría 
jurídica a personas de escasos recursos económicos y 
grupos que requieran atención prioritaria. Para que otras 
organizaciones puedan brindar dicho servicio deberán 
acreditarse y ser evaluadas por parte de la Defensoría 
Pública. La ley Orgánica de la Defensoría Pública y el 
Código Orgánico de la Función Judicial determinan que 
la Defensoría Pública será responsable de monitorear el 
servicio de patrocinio y asesoría jurídica de los consul-
torios jurídicos gratuitos, como también de los procedi-
mientos de acreditación, renovación y evaluación de es-
tos, verificando la calidad de los servicios prestados a la 
ciudadanía.

La litigación jurídica gratuita tiene un impacto significativo 
en el acceso a la justicia, especialmente para las perso-
nas y comunidades que enfrentan barreras económicas y 
sociales, esta al ser gratuita elimina o reduce los costos 
asociados con los servicios legales, como honorarios de 
abogados, costos de presentación de casos y otros gas-
tos judiciales, esto es crucial para personas de bajos in-
gresos que de otro modo no podrían permitirse contratar 
representación legal. La defensa pública gratuita opera 
como un mecanismo de nivelación social que garantiza el 
principio de igualdad ante la ley. Al proporcionar acceso 
a servicios legales gratuitos, se empodera a las perso-
nas vulnerables, permitiéndoles defender sus derechos y 
participar activamente en el sistema judicial, incluyendo 
a minorías étnicas, mujeres, niños, personas con disca-
pacidades y otros grupos marginados, de tal forma que 
contribuye a equilibrar el sistema judicial, ya que brinda 
a las personas de bajos recursos la oportunidad de tener 
representación legal competente, ayudando a nivelar el 
campo de juego entre aquellos que pueden pagar abo-
gados privados y aquellos que no pueden.

Con la disponibilidad de asistencia legal gratuita, las dis-
putas pueden resolverse de manera más eficiente y efec-
tiva, los consultorios jurídicos gratuitos y las defensorías 
públicas pueden ayudar a filtrar casos, proporcionando 
asesoramiento inicial y resolviendo conflictos antes de 

que lleguen a los tribunales, al hacerlo la litigación gra-
tuita puede reducir la carga sobre el sistema judicial, per-
mitiendo que los tribunales se concentren en casos más 
complejos y graves.

Los programas de litigación gratuita a menudo inclu-
yen componentes de educación y concienciación legal, 
informando a las personas sobre sus derechos y cómo 
ejercerlos, esto puede tener un efecto a largo plazo en la 
capacidad de las comunidades para abordar sus propios 
problemas legales de manera más efectiva, pero al pro-
porcionar asesoramiento y representación legal gratuita, 
se pueden prevenir injusticias y abusos, especialmente 
en casos donde las personas pueden ser explotadas o 
maltratadas debido a su falta de conocimiento legal o re-
cursos para defenderse. Cuando las personas ven que 
tienen acceso a una representación justa y competente, 
su confianza en el sistema legal aumenta, esto es esen-
cial para la legitimidad del sistema judicial y la cohesión 
social en general.

Actualmente, en todo el país, la Defensoría Pública ha 
acreditado a más de 80 Consultorios Jurídicos Gratuitos.

Es importante reconocer el tema de la educación legal 
dentro del tema abordado en la investigación, ya que, 
Este tipo de educación abarca una amplia gama de acti-
vidades y programas diseñados para informar y capacitar 
a los ciudadanos sobre cuestiones legales básicas, sus 
derechos y obligaciones, y cómo navegar el sistema judi-
cial, la educación legal proporciona a las personas el co-
nocimiento y las herramientas necesarias para entender 
sus derechos y cómo defenderlos, esto les permite tomar 
decisiones informadas y actuar de manera proactiva en 
situaciones legales, con un mayor conocimiento legal, las 
personas pueden identificar cuándo sus derechos han 
sido vulnerados y buscar la asistencia adecuada, mejo-
rando el acceso a la justicia al reducir la dependencia de 
asesoramiento legal costoso y aumentar la autodefensa. 
Al entender mejor sus derechos y obligaciones, las perso-
nas pueden evitar conflictos legales antes de que surjan, 
como disputas laborales, conflictos de propiedad y mal-
entendidos contractuales.

La educación legal puede fortalecer la confianza de la co-
munidad en el sistema judicial y en las instituciones lega-
les, cuando las personas comprenden cómo funciona el 
sistema y sienten que pueden navegarlo, es más proba-
ble que confíen en su capacidad para proporcionar justi-
cia Los programas de educación legal a menudo incluyen 
formación en habilidades prácticas, como la redacción de 
documentos legales, la presentación de quejas y la repre-
sentación en procedimientos administrativos, estas habi-
lidades son valiosas para la vida cotidiana y el trabajo, 
por tal motivo es crucial que la educación sea accesible y 
relevante para todos los segmentos de la sociedad, inclu-
yendo a personas de diferentes antecedentes culturales, 
lingüísticos y socioeconómicos, implicando la traducción 
de materiales educativos, la organización de talleres en 
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diferentes idiomas y la adaptación de los programas a las 
necesidades específicas de cada comunidad.

Dentro de la investigación se observa que el sistema ju-
dicial gratuito en Ecuador enfrenta varias limitaciones de 
recursos que afectan su capacidad para proporcionar 
servicios eficaces y eficientes, una de las principales li-
mitaciones es el financiamiento insuficiente, la falta de re-
cursos financieros adecuados restringe la capacidad del 
sistema para contratar y retener a un número suficiente 
de abogados y personal de apoyo, y también para cubrir 
otros costos operativos esenciales, esto resulta en una 
sobrecarga de trabajo, ya que la demanda de servicios 
legales gratuitos a menudo supera la capacidad disponi-
ble. La sobrecarga de trabajo lleva a tiempos de espera 
prolongados y una menor calidad de servicio debido a la 
presión sobre el personal.

Además, la falta de capacitación y desarrollo profesional 
es otro desafío significativo, con recursos limitados, las 
oportunidades de capacitación y desarrollo profesional 
para los defensores públicos y otros empleados del sis-
tema son escasas, lo que afecta la calidad de la repre-
sentación legal que se ofrece a los clientes. La infraes-
tructura física y tecnológica deficiente también dificulta 
la prestación de servicios eficientes, la falta de oficinas 
adecuadas, equipamiento tecnológico y acceso a bases 
de datos legales y otros recursos necesarios son proble-
mas comunes que limitan la eficacia del sistema. El acce-
so geográfico limitado es una preocupación particular en 
áreas rurales y remotas, la falta de oficinas locales y recur-
sos para cubrir estas regiones deja a muchas personas 
sin la representación legal necesaria, incluso cuando hay 
financiamiento disponible, la escasez de personal capa-
citado y experimentado es un desafío significativo, es di-
fícil encontrar y retener abogados calificados dispuestos 
a trabajar en el sector público con salarios competitivos.

Otro desafío es la sobrecarga de trabajo profesional en 
el sistema judicial gratuito de Ecuador es un problema 
significativo que afecta tanto la calidad como la eficien-
cia de los servicios legales prestados a la población. La 
demanda de asistencia legal gratuita supera con creces 
la capacidad de los recursos humanos disponibles, este 
desajuste entre demanda y capacidad se traduce en una 
carga de trabajo excesiva para los defensores públicos y 
otros profesionales del sistema judicial. La presión sobre 
estos profesionales puede resultar en tiempos de espera 
prolongados para los clientes, así como en una atención 
menos personalizada y detallada en cada caso.

Dentro del sistema judicial gratuito de la República del 
Ecuador una de las principales necesidades es la capa-
citación continua en áreas específicas del derecho, los 
defensores públicos deben estar bien informados sobre 
las leyes y regulaciones más recientes, así como sobre 
las interpretaciones jurisprudenciales actuales, ofrecien-
do una representación legal efectiva y actualizada. La ca-
pacitación en áreas específicas como el derecho penal, 

derecho de familia, derecho laboral, derecho ambiental y 
derechos humanos es crucial, cada una de estas áreas 
tiene sus propias particularidades y requerimientos lega-
les, y los defensores deben ser capaces de manejar ca-
sos complejos y especializados con competencia.

En los resultados de las entrevistas dirigidas a los estu-
diantes de la Universidad Nacional de Chimborazo nos 
demuestran que es importante el incluir materias que 
refuercen la argumentación jurídica para Hernández & 
Rivadeneira (2020) 

La argumentación jurídica debe ser incluida en el currícu-
lo de grado de la carrera de abogacía por trascender a 
todas las ramas del Derecho y a toda actividad jurídica; 
no es solo aplicable los fallos judiciales, sino también a 
las resoluciones de las autoridades públicas (actos ad-
ministrativos), para el ejercicio profesional del abogado y 
para la propia producción de las normas jurídicas.

La argumentación jurídica debe ser incluida en el currícu-
lo de grado de la carrera de abogacía por trascender a 
todas las ramas del Derecho y a toda actividad jurídica; 
no es solo aplicable los fallos judiciales, sino también a 
las resoluciones de las autoridades públicas (actos ad-
ministrativos), para el ejercicio profesional del abogado y 
para la propia producción de las normas jurídicas.

La formación práctica en litigación permite a los estudian-
tes de derecho desarrollar competencias esenciales que 
no pueden adquirirse únicamente a través del estudio 
teórico (Naranjo Luzuriaga et al., 2022).	 Muchos aboga-
dos en sus artículos científicos hacen un énfasis en la im-
portancia de la argumentación jurídica, y sobre todo el in-
cluir materias que apoyen a desarrollar estas habilidades 
desde una etapa temprana de los abogados, además el 
interpretar correctamente las normas jurídicas, ya que la 
argumentación jurídica no es necesaria solamente para el 
libre ejercicio, el derecho es utilizado en múltiples ramas y 
la necesidad de abogados siempre será necesario. 

En el libre ejercicio de un abogado, la argumentación ju-
rídica es fundamental ya que de ella dependemos al mo-
mento de realizar un juicio y poder ganar casos que nos 
brindara un reconocimiento ante el público y por ende 
ingresos. 

La argumentación jurídica en el ámbito administrativo 
para presentar escritos, oficios con una buena argumen-
tación jurídica, es decir una correcta motivación del por-
que se acepta o se niega cierta acción.

En el ámbito jurisdiccional, cuando un juez emite una 
sentencia, esta debe estar motivada y por ende contener 
varios argumentos que buscan aclarar el por qué se tomó 
esa decisión para resolver el problema jurídico.

Entonces podemos llegar a la conclusión que la enseñan-
za del derecho no es solo la parte teórica donde conoce-
mos la norma, los procesos judiciales y como se llevan a 
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cabo y la estructura que debe tener una demanda, de-
nuncia, escrito, presentación de pruebas, etc.

Es fundamental para los estudiantes, aparte de conocer 
la norma y el proceso y la estructura que deben tener 
los procesos legales, el poder ponerlos en práctica ya 
que no siempre llevaran la misma estructura y se debe 
conocer en la realidad como se estructura cada uno de 
los procesos que realizaremos como abogados, por eso 
las practicas preprofesionales en consultorios jurídicos es 
fundamental

Las practicas preprofesionales es el acercamiento del es-
tudiante universitario a la vida profesional y empezar a 
poner en práctica sus conocimientos adquiridos en sus 
años de estudiante, estando en concordancia de lo dicho 
en Rodríguez Díaz et al. (2022).

 La verdadera educación es aquella en donde el estu-
diante adquiere sus conocimientos tanto en el salón de 
clases como en la práctica, de manera que estas dos se 
fusionen y garanticen la autonomía y competencias re-
queridas para su profesión.

Estas prácticas permitirán a los estudiantes poner en 
práctica sus conocimientos adquiridos en su etapa es-
tudiantil y reforzarlas al momento de realizar verdaderos 
procesos jurídicos, pulir los errores que se puedan come-
ter al inicio del verdadero ejercicio del derecho, permite 
determinar las fortalezas y las debilidades más puntuales 
al realizar prácticas y empezar a pulirlas para al momento 
de empezar a ejercer solos tener los menos errores po-
sibles entre los nuevos abogados (Rodríguez Díaz et al., 
2022).

Pero nos olvidamos de una parte igual de fundamental 
que el conocer la norma y con el ser un buen orador, el 
poder argumentarla correctamente en un juicio y el tener 
las bases para poder desempeñarnos correctamente en 
un juicio, por eso los estudiantes entrevistados opinaron 
que para alcanzar un buen desempeño en un juicio se 
deben realizar simulaciones de audiencias en las clases.

La simulación de audiencias constituye una herramien-
ta pedagógica fundamental para el desarrollo de habili-
dades litigantes en los estudiantes de derecho (Bruzón, 
2021). Como podrá comprobarse en el desarrollo del 
estudio, la relevancia de la temática en discusión se 
encuentra interconectada con el modelo educativo y 
pedagógico institucional, los objetivos de la carrera de 
Derecho, el perfil profesional y de egreso, que siguen en 
su diseño las pautas establecidas en el proyecto Tuning 
América Latina; proyecto que contribuyó a develar, en el 
campo específico de la formación jurídica, la necesidad 
de aplicar reformas que potencien la flexibilización del 
currículo, con énfasis en la formación práctica, crítica y 
una mayor participación de los estudiantes en el proceso 
de enseñanza-aprendizaje, superando con ello la tradi-
cional y dominante matriz lógica de la formación dogmá-
tica, caracterizada por la transmisión de conocimientos 

desde docente y la absorción de estos por parte de los 
estudiantes (Beneitone et al., 2013)

La importancia del desarrollo de simulaciones de escu-
cha en la formación jurídica ha sido señalada por los ór-
ganos de garantía de calidad del sistema de educación 
superior ecuatoriano, representando un indicador de cali-
dad en la evaluación del entorno de aprendizaje de la fa-
cultad de derecho. La actualización del “Modelo Final de 
Evaluación del Entorno de Aprendizaje de la Licenciatura 
en Derecho” del Consejo para el Aseguramiento de la 
Calidad en la Educación Superior (CACES) en abril de 
este año estableció como estándar que la carrera brinda 
a sus estudiantes la simulación de audiencias relevantes 
en un ambiente físico. o entorno virtual bajo supervisión 
de profesores y personal académico (Bruzón, 2021).

Los elementos fundamentales de este indicador son:

	• Las simulaciones realizadas por los alumnos de estos 
cursos están supervisadas directamente por el profe-
sor de la materia de que se trate.

	• La simulación se acerca bastante a la realidad.

	• Las simulaciones son diseñadas por profesores de 
carrera que consideran la instrucción pedagógica a 
partir de prácticas realizadas en clase y luego imple-
mentadas en la simulación.

La aplicación de estas simulaciones contribuyen a que 
los estudiantes se comiencen a familiarizar con los pro-
cesos judiciales y el actuar de forma correcta en estos 
casos, eso beneficia a que al momento de ejercer la pro-
fesión tengan cierta practica con como desenvolverse, 
pero también es fundamental el asistir a audiencias reales 
que contribuyan a conocer de una mejor forma como los 
abogados actúan al momento de emplear su litigación, 
los estudiantes pueden aprender mucho de observar la 
litigación de personas con experiencia en las audiencias.

Pero las simulaciones de audiencias deben ser realizadas 
y una mayor supervisión del docente con la finalidad que 
estas simulaciones sean lo más parecías a la realidad ju-
dicial ya que tienen la experiencia suficiente para cono-
cer cómo se desarrollan, a diferencia de los estudiantes 
que no tienen la suficiente practica en este ámbito.

La importancia de los consultorios jurídicos gratuitos radi-
ca en su capacidad de proporcionar acceso a la justicia 
para personas en condiciones de vulnerabilidad econó-
mica y social. El modelo de consultorios jurídicos univer-
sitarios permite la integración efectiva entre la formación 
académica teórica y la práctica profesional supervisada 
(Batris de la Cruz & Pérez, 2022). Estos espacios, ade-
más de ser centros de asistencia legal, son laboratorios 
vivos de aprendizaje práctico para los futuros abogados, 
quienes tienen la oportunidad de aplicar conocimientos 
teóricos en contextos reales. Este proceso no solo les 
permite desarrollar habilidades esenciales como la argu-
mentación oral y escrita, sino que también fortalece su 
sensibilidad social al enfrentarse directamente con las 
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realidades de los usuarios que buscan ayuda, este es-
tudio, realizado a través de una metodología mixta que 
combina enfoques cualitativos y cuantitativos, pone de 
manifiesto no solo la relevancia de estos servicios, sino 
también los desafíos significativos que enfrentan.

Uno de los hallazgos más destacados es el aumento del 
35% en la demanda de servicios jurídicos gratuitos en los 
últimos cinco años. Este incremento refleja una creciente 
necesidad de asistencia legal en la comunidad, especial-
mente en áreas como el derecho familiar, laboral y civil, 
donde los individuos suelen enfrentarse a situaciones crí-
ticas que afectan su bienestar. La tasa de resolución de 
casos del 68% indica una eficacia considerable, aunque 
también señala áreas que requieren mejoras, particular-
mente en términos de rapidez y especialización.

 Las entrevistas con abogados que trabajan en estos con-
sultorios revelan un compromiso profundo con la justicia 
social, pero también evidencian una carga de trabajo 
abrumadora. Muchos abogados expresan satisfacción 
al ayudar a quienes más lo necesitan, pero también ma-
nifiestan preocupación por el desgaste profesional. Este 
aspecto humano es crucial, ya que el bienestar del perso-
nal legal impacta directamente en la calidad del servicio 
ofrecido. La presión constante puede llevar a un menor 
tiempo de atención por caso, lo que podría comprometer 
la defensa efectiva de los derechos de los usuarios.

El acceso a servicios jurídicos gratuitos es considerado 
por los clientes como una “última esperanza” para resol-
ver conflictos legales, permitiéndoles defender sus dere-
chos en situaciones donde no podrían acceder a repre-
sentación legal por razones económicas. Sin embargo, el 
estudio señala desafíos importantes, como la deficiente 
infraestructura tecnológica en muchos consultorios, lo 
que ralentiza los procesos y dificulta el seguimiento de 
casos. La implementación de sistemas digitales podría 
mejorar la eficiencia operativa y facilitar el manejo del cre-
ciente volumen de casos. Para fortalecer estos servicios, 
se recomienda aumentar la inversión pública, establecer 
programas de capacitación continua para abogados y 
fomentar alianzas con universidades y ONG. Estas me-
didas no solo mejorarían la calidad del servicio, sino que 
también ayudarían a mitigar el desgaste profesional del 
personal involucrado. Los consultorios jurídicos gratuitos 
no solo son un pilar del acceso a la justicia, sino también 
una pieza clave en la formación de abogados más pre-
parados y conscientes. Reforzar estas iniciativas no solo 
beneficiará a los futuros profesionales del derecho, sino 
que también contribuirá a construir una sociedad más 
equitativa y justa (Vera & Pérez 2024).

CONCLUSIONES

La influencia de la litigación jurídica en el aprendizaje 
pre-profesional dentro de los consultorios jurídicos es 
profunda y multifacética. A través de la participación en 
casos reales, los estudiantes de derecho adquieren una 

comprensión práctica del sistema judicial que no pue-
den obtener exclusivamente en el aula. La exposición a 
la litigación les permite desarrollar habilidades críticas 
como la investigación legal, la redacción de documentos 
judiciales, la estrategia de casos y la argumentación oral, 
esta experiencia práctica es invaluable para consolidar 
su conocimiento teórico y prepararlos para sus futuras ca-
rreras como abogados. Además, al trabajar directamente 
con clientes y enfrentarse a los desafíos de la representa-
ción legal, los estudiantes aprenden la importancia de la 
ética profesional, la empatía y la responsabilidad social. 
La experiencia en consultorios jurídicos también fomenta 
el desarrollo de habilidades de trabajo en equipo y la ca-
pacidad de manejar la presión, factores esenciales en la 
práctica legal. 

Las capacidades de litigación jurídica de los abogados 
influyen significativamente en la percepción pública y la 
imagen de los consultorios jurídicos. Cuando los aboga-
dos demuestran habilidades de litigación competentes 
y efectivas, generan confianza y credibilidad tanto en-
tre sus clientes como en la comunidad en general. La 
percepción pública de los consultorios jurídicos mejora 
cuando se asocia con abogados que tienen un historial 
de éxito en la resolución de casos y que son conocidos 
por su profesionalismo y dedicación. Esta percepción po-
sitiva no solo atrae a más clientes que buscan servicios 
legales gratuitos o de bajo costo, sino que también pue-
de influir en el apoyo financiero y logístico de donantes, 
gobiernos y otras entidades que valoran la calidad del 
servicio prestado. 

Los desafíos y limitaciones en la práctica de habilida-
des de litigación jurídica dentro de los consultorios jurí-
dicos son variados y pueden obstaculizar tanto el desa-
rrollo profesional de los estudiantes como la prestación 
de servicios legales de calidad. Uno de los principales 
desafíos es la falta de recursos, que incluye insuficiente 
financiamiento, personal limitado y recursos tecnológicos 
inadecuados. Estas limitaciones pueden restringir la ca-
pacidad de los consultorios para ofrecer una formación 
práctica robusta y supervisión adecuada. 

Además, la alta carga de trabajo y la sobrecarga de ca-
sos pueden impedir que los abogados y supervisores 
dediquen el tiempo necesario para guiar y educar a los 
estudiantes de manera efectiva. Estos desafíos no solo 
afectan la calidad de la educación y la formación práctica 
que reciben los estudiantes, sino que también pueden im-
pactar la calidad del servicio que los consultorios pueden 
ofrecer a sus clientes. 
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